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Martes, 5 de agosto de 2014

Que se hace necesario definir qué se entiende por corredores logísticos de importancia 
estratégica y fijar los lineamientos para el establecimiento de los mismos por parte del 
Ministerio de Transporte y para la articulación de los actores que convergen sobre estos. 

Que en mérito de lo expuesto, 
DECRETA:

Artículo 1°. Corredores logísticos de importancia estratégica. Para los efectos señalados 
en el artículo 69 de la Ley 1682 de 2013, son corredores logísticos de importancia estratégica 
aquellos medios físicos que facilitan el intercambio y el desarrollo del comercio en general, 
por los cuales se moviliza la carga tanto de comercio exterior como del comercio interno, 
permitiendo la vinculación entre los nodos de producción y consumo junto con sus áreas 
de influencia, sea en tramos urbanos, suburbanos y rurales, así como los medios físicos que 
los conecten con las infraestructuras de servicios regionales, nacionales e internacionales. 
Un corredor logístico articula de manera integral, como una unidad, uno o varios orígenes 
y destinos en aspectos físicos y funcionales como la infraestructura de transporte, los flujos 
de información y comunicaciones, las prácticas comerciales y todas aquellas actividades 
orientadas a la facilitación del comercio. 

Artículo 2°. Establecimiento de corredores logísticos de importancia estratégica. De 
conformidad con los lineamientos establecidos en el artículo 1° del presente decreto, el 
Ministerio de Transporte establecerá los corredores logísticos de importancia estratégica 
del país. 

Artículo 3°. Articulación. El Ministerio de Transporte será la instancia encargada de 
articular los actores públicos y privados en la gestión de las acciones relacionadas con el 
flujo de carga que sean requeridas en un corredor logístico de importancia estratégica y el 
monitoreo y seguimiento de las mismas. 

Artículo 4°. Reglamentación coordinada. El Ministerio de Transporte y los municipios 
con jurisdicción sobre los corredores de importancia estratégica expedirán la reglamentación 
relativa al flujo de los vehículos de carga en los corredores definidos, con el objetivo, entre 
otros, de: (i) articular de manera adecuada la infraestructura y los servicios sobre los cuales 
se presta el transporte, (ii) armonizar las características del eje vial (intersecciones a nivel y 
desnivel, variantes, accesos, calzadas de servicio, señalización horizontal y vertical, entre 
otros), (iii) efectuar las inversiones en infraestructura para la logística, y (iv) garantizar las 
condiciones estables de operación del corredor de manera continua. Para tal fin, se deberán 
tener en cuenta los siguientes aspectos: 

1. Análisis previo: 
1.1. Descripción del corredor. 
1.2. Tipos de flujos (regionales, nacionales o internacionales) que se presentan. 
1.3. Volúmenes y características del tráfico de carga, relacionándolo con los volúmenes 

de tráfico restantes. 
1.4. Propósito de la reglamentación. 
1.5. Diagnóstico de impacto y/o afectación de áreas y poblaciones. 
2. Condiciones de reglamentación vehicular: 
2.1. Alternativas para el tráfico que se pretende restringir, analizando las capacidades 

disponibles en estas, las condiciones que permitirían la operación y las distancias de viaje 
adicionales. 

2.2. Tipología vehicular que busca reglamentar. 
2.3. Tipos de carga que pretende reglamentar. 
3. Efectos previstos: 
3.1. Operacionales, referidos a la utilización de los equipos de transporte y a los que se 

generarán sobre los corredores logísticos y vías alternativas. 
3.2. Económicos, referidos a las variaciones en tiempos y costos para los flujos regla-

mentados. 
Parágrafo. El Ministerio de Transporte convocará y efectuará mesas de coordinación 

en las que se analizarán los aspectos que sirven de fundamento para la expedición de la 
reglamentación correspondiente, junto con la documentación soporte, para posterior cono-
cimiento y valoración de la Comisión Intersectorial de Corredores Logísticos, a efectos de 
obtener el concepto técnico-económico. 

Artículo 5°. Comisión Intersectorial de Corredores Logísticos. Créase la Comisión 
Intersectorial de Corredores Logísticos, encargada de analizar la reglamentación para el 
flujo de carga en los corredores logísticos de importancia estratégica. 

Artículo 6°. Integrantes de la Comisión Intersectorial de Corredores Logísticos. La 
Comisión estará integrada por: 

1. El Ministro de Transporte o su delegado, quien la presidirá. 
2. El Presidente de la Agencia Nacional de Infraestructura, o su delegado. 
3. El Director General del Instituto Nacional de Vías (Invías), o su delegado. 
Parágrafo. Con el propósito de discutir asuntos relacionados con los corredores logísticos 

y/o con el impacto que pueda causarse a sectores específicos, el Presidente de la Comisión 
invitará al representante y funcionarios del (los) municipio(s) y/o distrito (s) con jurisdicción 
sobre los corredores de importancia estratégica objeto de análisis en la respectiva sesión de 
la Comisión, a los funcionarios de entidades públicas del orden nacional y departamental 
y a las demás personas naturales y jurídicas, que considere conveniente, quienes asistirán 
con voz, pero sin voto. 

Artículo 7°. Funciones de la Comisión Intersectorial de Corredores Logísticos. La 
Comisión de que trata el presente Decreto tendrá las siguientes funciones: 

1. Formular las recomendaciones para la adecuada articulación entre la infraestructura 
y los servicios de transporte que se prestan sobre los corredores logísticos de importancia 
estratégica. 

2. Emitir el concepto de viabilidad técnico-económica en relación con los proyectos 
de reglamentación para el flujo de los vehículos de carga en los corredores logísticos es-
tratégicos, que deba expedirse por el Ministerio de Transporte de manera conjunta con los 
municipios, teniendo en cuenta entre otros, criterios como la obtención de acuerdos por parte 
del conjunto de las autoridades involucradas, la baja afectación de zonas ubicadas dentro 
de los corredores y de los sectores económicos involucrados, la disponibilidad constante 
de los corredores y la efectividad de las medidas de mitigación propuestas. 

3. Analizar técnica y económicamente la reglamentación que estime pertinente, del flujo 
de carga en los corredores logísticos, expedida por las entidades territoriales. 

4. Conformar los comités técnicos necesarios para su adecuado funcionamiento. 
5. Designar en la primera sesión al Secretario (a) Técnico (a) de la Comisión, así como 

su reemplazo en las faltas absolutas, temporales o accidentales. 
6. Darse su propio reglamento. 
7. Las demás necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la Comisión. 
Artículo 8°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 5 de agosto de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Transporte, 

Cecilia Álvarez-Correa Glen.

DECRETO NÚMERO 1479 DE 2014
(agosto 5)

por el cual se reglamenta el artículo 19 de la Ley 1702 de 2013 y se dictan otras dispo-
siciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones constitucio-
nales y legales, en especial las conferidas por los artículos 189 numeral 11 de la Constitución 
Política y 22 de la Ley 1702 de 2013, y 

CONSIDERANDO:
Que los Organismos de Tránsito son unidades administrativas municipales, distritales o 

departamentales que tienen por reglamento la función de organizar y dirigir lo relacionado 
con el tránsito y transporte en su respectiva jurisdicción. 

Que el Código Nacional de Tránsito definió a los Organismos de Apoyo, como aquellas 
entidades públicas o privadas a quienes mediante delegación o convenio, se les asigna 
funciones de tránsito. 

Que los principios rectores del Código Nacional de Tránsito, son los de seguridad de 
los usuarios, calidad, oportunidad, cubrimiento, libertad de acceso, plena identificación, 
libre circulación, educación y descentralización. 

Que dichos principios rigen en todo el territorio nacional y deben ser respetados y aca-
tados por las autoridades de tránsito y demás organismos, con el fin de garantizar la correcta 
y cumplida prestación del servicio que ha sido encomendado a estos. 

Que la Ley 1702 de 2013, otorgó a la Superintendencia de Puertos y Transporte la 
facultad de intervenir a los Organismos de Tránsito que incurran en la comisión de las 
faltas señaladas en los numerales 2, 4, 5, 6, 7, 11, 14 y 19 del artículo 19, y creó las figuras 
de suspensión preventiva, definitiva y cancelación de la habilitación de los organismos de 
apoyo, cuando quiera que los mismos incurran en dichas causales. 

Que el artículo 22 ibídem, facultó al Gobierno Nacional para reglamentar lo necesario 
a fin de materializar y dar cumplimiento a lo establecido en la Ley 1702 de 2013. 

DECRETA:
CAPÍTULO I

Objeto
Artículo 1º. Objeto. El presente Decreto tiene por objeto reglamentar el artículo 19 de 

la Ley 1702 de 2013, estableciendo el procedimiento de intervención a los Organismos de 
Tránsito que debe efectuar la Superintendencia de Puertos y Transporte; así como también 
el procedimiento para la suspensión preventiva, suspensión o cancelación de la habilitación 
de los organismos de apoyo al tránsito. 

CAPÍTULO II
INTERVENCIÓN DE ORGANISMOS DE TRÁNSITO

Artículo 2°. Intervención de Organismos de Tránsito. La intervención consistirá en un 
conjunto de medidas administrativas de carácter transitorio, ejercidas por la Superintendencia 
de Puertos y Transporte, sobre los Organismos de Tránsito, con la finalidad de garantizar 
la correcta y eficaz atención a los usuarios. La Superintendencia de Puertos y Transporte, 
podrá ordenar la intervención de un Organismo de Tránsito de cualquier nivel cuando se 
presenten las siguientes causales: 

a) Cuando su actividad u omisión haya puesto en riesgo o causado daños a personas 
y/o bienes;

b) Se altere o modifique la información reportada al RUNT o poner en riesgo la infor-
mación de este;

c) Se expidan certificados en categorías o servicios no autorizados;
d) Se facilite a terceros los documentos, equipos o implementos destinados al servicio 

o permitir el uso a aquellos de su razón social por terceros;
e) Se abstenga injustificadamente de prestar el servicio. 
f) No se hagan los reportes e informes obligatorios de acuerdo con lo que sobre el par-

ticular señalen el Ministerio de Transporte y la Superintendencia de Puertos y Transporte. 
g) Se varíen las tarifas sin informarlo públicamente y previamente en sus instalaciones 

y al Ministerio de Transporte. 
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h) Se permita la realización de trámites de tránsito sin el paz y salvo expedido por el 
sistema integrado de información de multas y sanciones por infracciones de tránsito. 

Parágrafo 1°. La intervención de que trata el presente artículo, será ordenada por el 
Superintendente de Puertos y Transporte, hasta por el término de un (1) año, prorrogable 
por un periodo igual, mediante acto administrativo debidamente motivado. La decisión no 
será susceptible de ningún recurso. 

Parágrafo 2°. El acto que ordena la intervención será remitido junto con el expediente 
a la autoridad disciplinaria y/o penal correspondiente para lo de su competencia. En todo 
caso, se solicitará a la Procuraduría General de la Nación que, si lo considera pertinente, 
ejerza la facultad preferente a que se refiere el artículo 277 de la Constitución Política. 

CAPÍTULO III
Procedimiento para la intervención de organismos de tránsito
Artículo 3°. Actuación Administrativa. La actuación iniciará de oficio o a petición del 

Ministerio de Transporte o de cualquier ciudadano o autoridad, mediante acto administrativo 
motivado suscrito por el Superintendente de Puertos y Transporte. Si de los documentos 
anexos a la queja o de las visitas que en ejercicio de la función de inspección y vigilancia 
efectúe la Superintendencia de Puertos y Transporte, o de las averiguaciones preliminares 
realizadas por la misma, se evidencia que existe mérito para adelantar el proceso, se comu-
nicará al Organismo de Tránsito respectivo. 

Parágrafo: El acto administrativo por medio del cual se ordena la correspondiente 
intervención, deberá ser comunicado a la máxima autoridad del orden municipal, distrital 
o departamental a la que pertenezca el Organismo de Tránsito, para lo de su competencia. 

Artículo 4°. Agente Interventor. El Superintendente de Puertos y Transporte designará 
como agente interventor a un servidor público del sector transporte del nivel directivo o 
asesor e informará de esa designación al nominador de la entidad a la que pertenece el 
servidor público designado. 

El Superintendente de Puertos y Transporte también podrá designar por sorteo público 
al agente interventor, escogido de la lista elaborada por esta entidad para el efecto, en cuyo 
caso deberá establecer previamente y mediante acto administrativo de carácter general 
los requisitos, remuneración, competencias y las demás situaciones que se haga necesario 
reglamentar para inscribirse como agente interventor de la Superintendencia de Puertos y 
Transporte. 

Parágrafo 1°. El servidor público designado asumirá sus funciones desde el momento 
de comunicación del acto administrativo que ordena de intervención. 

Parágrafo 2°. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la posesión, el agente 
interventor presentará al Superintendente de Puertos y Transportes un plan de mejoramiento 
que permita subsanar las causales que motivaron la intervención. 

Parágrafo 3°. El funcionamiento del organismo de tránsito se mantendrá bajo la direc-
ción del interventor, sin perjuicio del inicio o continuidad de las actuaciones sancionatorias 
derivadas de las faltas que dieron origen a la intervención. 

Parágrafo 4°. El servidor público que sea designado como agente interventor de un 
organismo de tránsito podrá ser sustituido discrecionalmente, en cualquier momento, por 
el Superintendente de Puertos y Transporte. 

Artículo 5°. Remuneración. El servidor público designado como agente interventor 
seguirá percibiendo el salario que devengue en la Superintendencia de Puertos y Transporte 
o en la entidad del sector de la cual provenga. 

Si la intervención se realiza en un organismo de tránsito ubicado en un domicilio dis-
tinto al del servidor público designado como agente interventor, la designación se hará en 
condición de comisión de servicios. 

Artículo 6°. Terminación de la intervención. Superados los hechos que motivaron la 
intervención, la Superintendencia de Puertos y Transporte lo declarará mediante acto ad-
ministrativo que comunicará a la autoridad municipal, departamental, o distrital a la que 
pertenezca el organismo de tránsito, para lo de sus competencias. 

Del mismo modo se procederá en caso de llegarse al plazo máximo de intervención, 
evento en el cual el agente interventor estará obligado a entregar el plan de mejoramiento 
de que trata el parágrafo 2° del artículo 4° de este decreto, debidamente cumplido. 

Artículo 7°. Entrega del Organismo. Concluida la intervención por superación de las 
causales que dieron origen a la misma, el agente interventor deberá proceder a la entrega 
formal del organismo en un término no superior a quince (15) días, con indicación del in-
ventario de los bienes y relación de las actuaciones y el plan de mejoramiento presentado, 
debidamente cumplido. 

CAPÍTULO IV
Suspensión, suspensión preventiva y cancelación de la habilitación  

de los organismos de apoyo
Artículo 8°. Suspensión preventiva. En ejercicio de la competencia que le asigna el artí-

culo 19 de la Ley 1702 de 2013, la Superintendencia de Puertos y Transporte podrá ordenar 
la suspensión preventiva de la habilitación de un organismo de apoyo al tránsito, hasta por 
el término de seis (6) meses, prorrogables por otro periodo igual, cuando se establezca que 
el servicio o la continuidad del mismo pueden verse alterados; cuando se ponga en riesgo 
a los usuarios, o cuando se pueda afectar o poner en riesgo el material probatorio para las 
actuaciones en curso. 

En todo caso, será el Ministerio de Transporte la entidad competente para expedir el acto 
administrativo por medio del cual se dé cumplimiento a lo ordenado por la Superintendencia. 

Artículo 9°. Suspensión o Cancelación de la habilitación. La suspensión o cancelación 
de la habilitación de los organismos de apoyo al tránsito procederá una vez agotado el 
procedimiento Sancionatorio previsto en el Capítulo III del Código de Procedimiento Ad-
ministrativo y de lo Contencioso Administrativo, siempre que se logre establecer, por parte 
de la Superintendencia de Puertos y Transporte, la ocurrencia de las causales establecidas 
en el artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 

Parágrafo: La suspensión de la habilitación procederá por el término mínimo de 6 meses 
y hasta por 24 meses, periodo que se graduará teniendo en cuenta los criterios previstos en 
el artículo 50 de la ley 1437 de 2011. 

CAPÍTULO V
Otras disposiciones
Artículo 10. Adicionar un numeral al artículo 7° del Decreto 1016 de 2000, el cual 

quedará así: 
“Artículo 7°. Del Superintendente. El Superintendente de Puertos y Transporte es 

agente del Presidente de la República, de su libre nombramiento y remoción, como Jefe 
del organismo le corresponde ejercer las siguientes funciones: “(...) 

“30. Adelantar el proceso de intervención de los organismos de tránsito, de conformidad 
con lo establecido por el artículo 19 de la Ley 1702 de 2013 o la norma que la modifique 
o sustituya”.

Artículo 11. Modificar el numeral 3 del artículo 14 del Decreto 1016 de 2000 modificado 
por el artículo 10 del Decreto 2741 de 2001, el cual quedará así: 

“Artículo 12. Superintendencia Delegada de Tránsito y Transporte. Son funciones de 
la Superintendencia Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre Automotor, sin perjuicio 
de las que corresponden a las entidades territoriales y demás autoridades, las siguientes: 

(…)
“3. Ejecutar la labor de inspección, vigilancia y control de los organismos de transporte 

terrestre automotor, centros de enseñanza automovilística y de los organismos de tránsito 
excepto la facultad de intervención contemplada en el artículo 19 de la Ley 1702 de 2013, 
conforme lo previsto en las disposiciones legales vigentes y las demás que se implementen 
para el efecto. 

Las solicitudes o peticiones de intervención de los organismos de tránsito serán remitidas 
al Superintendente de Puertos y Transporte.” 

Artículo 13. Vigencias y Derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga todas las normas que le sean contrarias en especial los artículos 
4° y 7° del Decreto 1270 de 1991. 

Comuníquese, publíquese y cúmplase. 
Dado en Bogotá, D. C., a 5 de agosto de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Transporte, 

Cecilia Álvarez-Correa Glen.

dePartaMento adMinistrativo  
Para la ProsPeridad social

Decretos

DECRETO NÚMERO 1480 DE 2014
(agosto 5)

por el cual se declara el 25 mayo como el Día Nacional por la Dignidad de las Mujeres 
víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto armado interno.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confieren los artículos 189 numeral 11 de la Constitución 
Política, 66 de la Ley 4ª de 1913, en concordancia con los artículos 7° y 9° numeral 5 de 
la Ley 1257 de 2008, 13 y 25 de la Ley 1448 de 2011, 179 de la Ley 1450 de 2011 y 170 
del Decreto 4800 de 2011, y

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Política en su artículo 11 proclama que el derecho a la vida es 

inviolable; en su artículo 12 contempla que nadie será sometido a desaparición forzada, a 
torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; en su artículo 13 consagra 
que todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, y en su artículo 28 garantiza el 
derecho fundamental a la libertad personal. 

Que el Estado colombiano ha adoptado, suscrito y ratificado declaraciones, convenios 
y tratados internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad, que reconocen 
los derechos humanos y protegen los derechos de las mujeres. 

Que la Ley 1448 de 2011 se desarrolla en el marco de la justicia transicional, y conforme 
a su artículo 3°, se consideran víctimas “[...] aquellas personas que individual o colec-
tivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de 1985, 
como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 
graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con 
ocasión del conflicto armado interno. […]”. 

Que es obligación del Estado ofrecer especiales garantías y medidas de protección a los 
grupos expuestos a mayor riesgo de las violaciones contempladas en el artículo 3° de la Ley 
1448 de 2011, como víctimas de violencia sexual, especialmente mujeres. 

Que la Corte Constitucional mediante Auto 092 de 2008 sobre la protección de los de-
rechos de las mujeres víctimas del desplazamiento forzado por causa del conflicto armado, 
expedido en el marco de la superación del estado de cosas inconstitucional declarado en la 
Sentencia T-025 de 2004, constató el impacto diferencial y agudizado del conflicto armado 
sobre las mujeres del país, dados los riesgos específicos y cargas extraordinarias que les 
impone por su género la violencia armada, resaltando que: 

“[...] las mujeres están expuestas a riesgos particulares y vulnerabilidades específicas 
dentro del conflicto armado, que a su vez son causas de desplazamiento, y por lo mismo 
explican en su conjunto el impacto desproporcionado del desplazamiento forzado sobre las 


